
Informe Secretarial 

 

El día de hoy, 09 de diciembre de 2021, se ingresa el expediente al Despacho. 

Sírvase proveer. 

 

     

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente: 2016-228 

Demandante: GRACIELA GARZÓN   

Demandada: ANDREA LIZETH RAMÍREZ OSPINO 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL 

 

Revisadas las diligencias, se tiene que el estudiante ABRAHAM ALVAREZ 

MAERTÍNEZ presenta memorial solicitando el reconocimiento de personería 

jurídica.   

 

Al respecto, cabe advertir que en efecto el Despacho no ha reconocido al 

citado estudiante como apoderado de la demandante; sin embargo, dicha 

omisión no modifica el sentido de la decisión adoptada en auto del 23 de 

enero de 2020, donde se dispuso el archivo de las diligencias por no haberse 

surtido el trámite de notificación.  
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En consecuencia, se dispone: 

 

Primero: Reconocer personería a ABRAHAM ALVAREZ MAERTÍNEZ 

identificado con C.C. 1.05.154.726, estudiante activo del Consultorio 

Jurídico de la Universidad del Rosario, como apoderado sustituto de la parte 

actora, en los términos y para los efectos del poder conferido. 

 

Segundo: Estarse a lo resuelto en auto del 23 de enero de 2020, según lo 

anotado.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 
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Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez
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Informe Secretarial 

 

El día de hoy, 14 de diciembre de 2021, se ingresa el expediente al Despacho. 

Sírvase proveer. 

 

 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., Doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente: 2019-274 

Demandante: JOSÉ IGNACIO ZAMORA LÓPEZ 

Demandada: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES   

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL 

 

Revisado el plenario, se observa que en audiencia del 07 de septiembre de 2020 

se requirió al Juzgado veintiocho Laboral del Circuito de Bogotá, a fin de que 

remitiera las actuaciones surtidas en el proceso 2011-906, sin embargo a la 

fecha no ha dado respuesta.   

 

Así las cosas, se REQUERIRÁ NUEVAMENTE al Juzgado veintiocho Laboral del 

Circuito de Bogotá, para que allegue la documentación requerida.  

 

Ahora bien, el doctor CÉSAR AUGUSTO MÉNDEZ BECERRA en calidad de 

director de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, 

allega memorial de intervención dentro del proceso de la referencia.  



YAH 

 

En consecuencia, se dispone:  

 

PRIMERO: Por Secretaría, requerir nuevamente al JUZGADO VEINTIOCHO 

LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, para que envíe las actuaciones 

requeridas en audiencia del 07 de septiembre de 2020.  

 

SEGUNDO: Reconocer personería adjetiva al Doctor CÉSAR AUGUSTO MÉNDEZ 

BECERRA RODRIGUEZ identificado con C.C. 80.419.610 y TP No. 69.869 del 

CSJ. 

 

ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que se 

incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, a los demás sujetos. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

 

Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 006
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Informe Secretarial 

 

El día de hoy, 17 de agosto de 2022, se ingresa el expediente al Despacho. Sírvase 

proveer. 

 

 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BOGOTÁ 
 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 
 
Expediente:  2019-487 
Ejecutante: NELSÓN DÍAZ RAMOS representado legalmente por CLARA 

INÉS DÍAZ RAMOS 
Ejecutada: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES 
 
PROCESO EJECUTIVO LABORAL 

 
De acuerdo a la solicitud de ejecución elevada por la parte actora, por Secretaría, 
remítanse las diligencias a la Oficina Judicial de Reparto para compensar y 
cambiar de grupo. 
 
Una vez surtido el trámite anterior, ingrésese el proceso al Despacho para 
proveer. 

ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que se 

incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, a los demás sujetos. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa



Juez
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Informe Secretarial  

  

El día de hoy, 25 de junio de 2021, se ingresa el expediente al Despacho. Sírvase 

proveer 

 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:     2021-152  

Demandante: ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES PROTECCIÓN S.A.  

Demandada: PROYECTOS GESTIÓN E INGENIERÍA S.A.S 

 

PROCESO EJECUTIVO LABORAL 

 

La parte demandante formula recurso de reposición contra el auto emitido el 04 

de junio de 2021, por medio del cual se negó mandamiento de pago  

 

Sea lo primero indicar que la inconformidad fue elevada dentro del término 

establecido en el art. 63 del CPT y SS, por lo que se procederá su estudio.  

 

La parte ejecutante formula su inconformidad en que “la Resolución 2082 de 

2016 es actualmente la norma que regula los temas objeto de análisis y en ella 

exceptúa las anteriores condiciones; siempre y cuando se encuentre en riesgo de 

incobrabilidad las sumas adeudadas por concepto de pensión, dentro de las que 

dispone:  

 

Capitulo III Numeral 3 .  

(…) 



2 

 

JDP 

que la Resolución 2082 de 2016 es actualmente la norma que regula los 

temas objeto de análisis y en ella exceptúa las anteriores condiciones; 

siempre y cuando se encuentre en riesgo de incobrabilidad las sumas 

adeudadas por concepto de pensión” 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, valga precisar que el fundamento principal para 

no librar el mandamiento de pago se basó que este Despacho no tiene certeza que 

la parte ejecutada haya conocido de la constitución en mora. Pues como se indicó 

en dicho auto  “el requerimiento por concepto de las cotizaciones a pensión que se 

encontraban pendientes de pago, para ello allega comunicación del 07 septiembre 

de 2020, la cual fue remitida a la dirección que reporta el Certificado de Existencia 

y Representación Legal, TRANSVERSAL 69 R 79B 06, asimismo, dicha 

comunicación tienen logo de envío de protección del cual se logra identificar que 

hubo entrega el 10 de septiembre siguiente; no obstante, si bien hay constancia de 

entrega no existe certeza que la misma haya sido recibida por la ejecutada, por lo 

que no se cumplió con la finalidad del requerimiento que es comunicar al empleador 

la existencia de la deuda por la que se impetra ejecución.  

Igualmente, el requerimiento no satisfizo las condiciones que señala la ley, toda vez 

que en la certificación expedida por la empresa de correo no se especifica qué 

documentos se anexan, en cuántos folios y ni siquiera se expresa si contiene el 

requerimiento, por lo que no hay certeza de lo enviado. 

Sumado a lo anterior, se observa que en la comunicación que se intentó enviar no 

se encuentran debidamente discriminados los trabajadores afiliados, los períodos 

adeudados por el empleador, ni el valor de cada una de las deudas que se cobran, 

la parte ejecutante no establece con detalle y claridad la información mínima de la 

obligación de la cual se reclama cumplimiento, en el titulo No.10834-21 elaborado 

por Protección el 05 de febrero de 2021 donde se genera un valor concreto sin 

identificar porque concepto se cobran, pues, se reitera, lo que se requiere, para que 

sea viable librar el mandamiento de pago, es que el deudor tenga claro el valor 

adeudado con discriminación de los conceptos cobrados, y que al menos en el 

plano formal haya tenido la oportunidad de conocerlos previamente, lo que en este 

caso no se cumple y no queda claro si con el requerimiento se anexó la liquidación 

de cada uno de los trabajadores, pues de la certificación expedida por la empresa 

de correo y de las guías crédito no se avizora que las hayan anexado.  

 

Así las cosas, pese a que actualmente la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social ha 

emitido unos estándares para el seguimiento y cobro de los aportantes morosos, 

lo cierto es que, para el Despacho no resulta admisible que la entidad 

demandante pretenda que el estudio se realice frente una Resolución que no ha 
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sido modificatoria de la Ley 100 de 1993, para cubrir su falta al momento de 

constituir en mora al Deudor, toda vez que se itera, no existe certeza que el 

requerimiento haya sido recibido por la ejecutada. 

 

Ahora bien , en cuanto al argumento relacionado con la incobrabilidad, resalta el 

recurrente que “ El aportante no tiene voluntad de pago, de acuerdo con la 

manifestación expresa que haga en este sentido a la Administradora por cualquier 

medio que permita su posterior verificación”, sin embargo, revisadas las diligencias 

observa el despacho que tal presupuesto no se encuentra probado en el 

expediente en los términos de la Resolución 2082 de 2016, en tanto y en cuanto 

el plenario adolece de la manifestación expresa que en ese sentido elevara el 

aportante, situación que no es posible derivar per se de la mora en que incurrió 

aquel; aunado a que el fondo ejecutante tampoco acreditó las demás situaciones 

contenidas en capitulo III numeral 3 de la mentada resolución. 

 

En ese sentido no se repondrá el auto precedente.  

 

En consecuencia, se dispone: 

 

PRIMERO: NO REPONER el proveído del 04 de junio de 2021, y en consecuencia 

ESTARSE A LO ALLÍ RESUELTO, conforme a lo expuesto. 

 

SEGUNDO: ACEPTAR la renuncia al poder presentada por la doctora JENNYFER 

CASTILLO PRETEL. 

ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que se 

incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, a los demás sujetos. 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 
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Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., seis (06) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:2021-501 

Demandante: JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ -JEP 

Demandados: DIEGO FERNANDO DÍAZ BETANCOURT Y OTRA.  

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL 

 

AUTO 

 

Para un mejor proveer, se considera necesario decretar las siguientes pruebas: 

 

REQUERIR a la JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ -JEP, para que el en el 

término de TRES (3) DÍAS remita con destino a este expediente: 

 

1. Copia de la resolución por medio de la cual se autorizó el pago de la incapacidad 

a favor del señor DIEGO FERNANDO DÍAZ BETANCOURT. 

 

2. Certificación de los salarios devengados por el señor DIEGO FERNANDO DÍAZ 

BETANCOURT para los meses de octubre y noviembre de 2018. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
ANA MARIA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 006

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Informe Secretarial 

 

El día de hoy, 22 de octubre de 2021, se ingresa el expediente al Despacho. 

Sírvase proveer. 

 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:  2021-517 

Demandante: SANTIAGO DÍAZ VARELA 

Demandado: HÉCTOR FABIO GIRALDO VILLA 

 

PROCESO EJECUTIVO LABORAL 

 

El demandante pretende que se libre mandamiento de pago en contra de 

HÉCTOR FABIO GIRALDO VILLA, por la suma de trece millones de pesos 

($13.000.000), correspondiente a los honorarios causados con ocasión al 

contrato de prestación de servicios, más los intereses que se llegaren a 

causar.  

 

Consideraciones. 

 

El artículo 100 del CPT y SS, dispone: 
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“Art.100. procedimiento de la ejecución. Será exigible 

ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una 

relación de trabajo, que conste en acto o documento que provenga 

del deudor o de su causante o que emane de una decisión judicial o 

arbitral firme. (…)” 

 

Ahora bien, según el artículo 422 del CGP, las obligaciones ejecutables 

requieren de demostración documental en la cual se advierta la 

satisfacción de las condiciones tanto formales como de fondo, establecidas 

por el legislador.  

 

a) Las formales exigen que se trate de documento o documentos 

auténticos, que conformen unidad jurídica; que emanen de actos o 

contratos del deudor o de su causante (títulos contractuales), o de 

una sentencia de condena proferida por el juez (títulos judiciales) 

 

b) Las de fondo atañen a que en esos documentos aparezca a favor del 

ejecutante y a cargo del ejecutado una obligación clara, expresa y 

exigible y además líquida o liquidable por simple operación 

aritmética si se trata de pagar una suma de dinero. 

 

A su vez, el art. 430 del mismo estatuto, regula que “Presentada la 

demanda acompañada del documento que preste merito ejecutivo, el juez 

librará mandamiento ordenando al demandado que cumpla la obligación en 

la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel considere legal. (…)” 

 

En este punto, vale anotar que la Corte Constitucional en sentencia T- 747 

del 24 de octubre de 2013, señaló: 

 

“Desde esta perspectiva, el título ejecutivo puede ser singular, esto 

es, estar contenido o constituido en un solo documento, o complejo, 

cuando la obligación está contenida en varios documentos. Las 

segundas, exigen que el título ejecutivo contenga una prestación en 

beneficio de una persona. Es decir, que establezca que el obligado 

debe observar a favor de su acreedor una conducta de hacer, de 

dar, o de no hacer, que debe ser clara, expresa y exigible. Es clara la 

obligación que no da lugar a equívocos, en otras palabras, en la que 

están identificados el deudor, el acreedor, la naturaleza de la 
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obligación y los factores que la determinan. Es expresa cuando de la 

redacción misma del documento, aparece nítida y manifiesta la 

obligación.” Subrayas del Despacho. 

 

Así pues, para impetrar la acción ejecutiva es necesario que exista un 

título ejecutivo, instrumento por medio del cual se busca hacer efectiva 

una obligación sobre cuya existencia no hay duda alguna. 

 

En virtud de lo anterior, tenemos que para lograr el pago de honorarios a 

través de demanda ejecutiva, se requiere de un título ejecutivo complejo, 

conformado por el contrato de prestación de servicios profesionales 

suscrito entre las partes (acreedor y deudor), y demás documentos que 

acrediten que el objeto de dicho acuerdo fue cumplido a cabalidad por el 

apoderado, esto, en otras palabras, se describe como el elemento de 

EXIGIBILIDAD.  

 

Bajo ese contexto, con el escrito de demanda se aportó el contrato de 

prestación de servicios suscrito entre HECTOR FABIO GIRALDO VILLA en 

calidad de contratante y SANTIAGO DÍAZ VARELA en calidad de 

contratista, el 31 de julio de 2019, cuyo objeto consistió en la prestación 

de servicios jurídicos en materia penal ante la Fiscalía General de la 

nación y demás entidades jurisdiccionales.  

 

Ahora, como se trata de un título complejo, era necesario adjuntar los 

documentos que certificaran el cumplimiento de ese objeto, esto es, la 

totalidad de las actuaciones administrativas y/o judiciales desarrollados 

por el actor, con miras a logar el objeto del contrato. Para ello, se anexó: 

 

 Contrato de prestación de servicios suscrito y firmado por las partes.  

 Cédula de ciudadanía del demandante 

 Poder otorgado el 01 de agosto de 2019. 

 Memorial del 15 de agosto de 2019 del poder otorgado. 

 Requerimientos de pago del 12 de agosto de 2021 y 13 de octubre de 

la misma anualidad.  

 Actuaciones adelantadas por el contratante.  

   

Descendiendo al caso de autos, lo primero que debe precisar el Despacho 

es que el mentado contrato de prestación de servicios carece de fecha de 
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suscripción; lo segundo es que la obligación no aparece clara, esto es, que 

no da lugar a equívocos, debido a que no se tiene certeza de cuáles fueron 

las asesorías y acompañamientos que realizó el profesional del derechos en 

favor del encartado, nótese que el expediente solamente da cuenta de unos 

poderes dirigidos a la Fiscalía General de la Nación, por manera que los 

factores que determinaron la obligación no se encuentran acreditados, 

resultando de contera imposible determinar si la labor contratada 

efectivamente fue realizada; finalmente; si bien en el numeral 2.1.2 se hizo 

mención que ante la ausencia del “documento separado” la obligación no 

podría superar el término de un año contado a partir de la suscripción de 

ese documento; es de anotar que para el Despacho la obligación 

nuevamente adolece de claridad, en tanto y en cuanto, el mentado 

“documento separado” contenía los “lineamientos esbozados por las 

partes”, y como el mismo que no fue aportado a las diligencias, concluye el 

Despacho que no es posible establecer cuál fue el deber que cumplió el 

apoderado. 

 

En conclusión, se considera que los documentos aportados al proceso para 

demostrar el título complejo no permiten demostrar la existencia de una 

obligación clara, expresa y exigible; razones suficientes para negar el 

mandamiento de pago solicitado. 

 

Adicionalmente, es dable indicar que en los contratos de prestación de 

servicios las partes contraen obligaciones bilaterales, es así, que para 

deducir sin lugar a dudas, que las labores encomendadas fueron 

satisfechas conforme a lo pactado resulta necesario acudir a un conjunto 

de documentos que demuestren que el resultado favorable se obtuvo como 

consecuencia de las actuaciones desarrolladas por el apoderado, por lo que 

no se puede simplemente aseverar que la obligación es actualmente 

exigible aduciendo una parte su cumplimiento y endilgándole a la otra una 

sustracción de la obligación contraída, por lo cual, se hace necesario 

determinar de manera clara, el cumplimiento de las obligaciones a las 

cuales se comprometieron cada una de las partes dentro del contrato, para 

lo cual el presente asunto deberá tramitarse por medio de un proceso 

declarativo. 

 

  

En mérito de lo expuesto, se dispone: 
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Primero: NEGAR el mandamiento de pago impetrado por SANTIAGO DÍAZ 

VARELA contra HÉCTOR FABIO GIRALDO VILLA, por las razones 

indicadas en la parte considerativa de este proveído.  

 

Segundo: Devuélvase al interesado el original y sus anexos, sin necesidad 

de desglose. Una vez ejecutoriado este proveído, y hechas las anotaciones 

de ley, ARCHÍVESE el expediente. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

 

Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 006

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Informe Secretarial 

 

El día de hoy, 26 de mayo de 2022, se ingresa el expediente al Despacho. Sírvase 

proveer. 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., seis (6) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:  2022-352 

Demandante: COLFONDOS S.A PENSIONES Y CESANTIAS 

Demandada:  SUAVITA ROJAS JOSE SADY 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL 

 

Revisadas las diligencias se evidencia que la doctora SANDRA CAROLINA CEDIEL 

GUTIERREZ identificada con C.C. 52.953.183 y T.P. 268.193 quien funge como 

abogada inscrita en el certificado de existencia y representación legal de LITIGAR 

PUNTO COM S.A.S., firma a quien se le otorgo PODER ESPECIAL para representar 

a la parte actora, allega escrito en el cual solicita el retiro de la demanda. Así pues, 

se encuentra que el artículo 92 del CGP prevé:  

 

“ARTÍCULO 92. RETIRO DE LA DEMANDA. El demandante podrá retirar 

la demanda mientras no se haya notificado a ninguno de los 

demandados.(…).“ subrayas fuera de texto  

 

Según lo anterior por lo que al no haber auto que ordene la notificación del 

demandado que trabe la litis se ordenará su retiro. 

 

En consecuencia, se dispone: 
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PRIMERO: AUTORIZAR el retiro de la demanda de acuerdo lo expuesto. 

 

SEGUNDO: Por Secretaría, informar a las partes sobre la publicación de esta 

providencia.  

 

ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que se 

incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, a los demás sujetos.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANA MARIA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

 

Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 006

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 2b5870e4e5c6c7ca5176d819afcdad76566dff4fbfd95c2dd70c55b4e956f853

Documento generado en 12/09/2022 03:17:12 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 
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Informe Secretarial 

 

El día de hoy, 17 de agosto de 2022, se ingresa el expediente al Despacho. Sírvase 

proveer. 

 

 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BOGOTÁ 
 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 
 
Expediente:  2022-356 
Ejecutante: JUDITH RAMÍREZ ESPINOSA 
Ejecutada: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –

COLPENSIONES 
 
PROCESO EJECUTIVO LABORAL 

 
De acuerdo a la solicitud de ejecución elevada por la parte actora, por Secretaría, 
remítanse las diligencias a la Oficina Judicial de Reparto para compensar y 
cambiar de grupo. 
 
Una vez surtido el trámite anterior, ingrésese el proceso al Despacho para 
proveer. 

ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que se 

incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, a los demás sujetos. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

 
 



Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 006

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 2376479754cba206d83b99a37d74de438beb8e4725952db7ede210679c172a20

Documento generado en 12/09/2022 03:17:13 PM
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Informe Secretarial   
  
El día de hoy, 17 de agosto de 2022, se ingresa el expediente al Despacho. Sírvase 
proveer.   

   

 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BOGOTÁ 
 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 
 
Expediente: 2022-427 
Demandante: ALEXY RAFAEL 
Demandada: RODRIGO ENDARA SANCHEZ 
 
PROCESO ORDINARIO LABORAL 
 
Por auto del 29 de julio de 2022, se concedió el término de cinco (5) días para que 
se subsanaran los defectos de la demanda. A dicho requerimiento, cuyo soporte se 
encuentra debidamente expuesto en la providencia antes citada, el interesado no dio 
cumplimiento, siendo lo consecuente, ordenar su rechazo.  
 
En consecuencia, se dispone: 
 
RECHAZAR la presente demanda en aplicación de lo dispuesto en el art. 28 del 
CPT, en concordancia con el art. 90 inc. 4 del CGP. 
 
ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que se 
incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, a los demás sujetos. 
 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

 

Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 006

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,



 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 38bcbfec35f5b8474b7a297452d4496f39292d96b639253e590d91af675029aa

Documento generado en 12/09/2022 03:17:13 PM
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Informe Secretarial 

 

El día de hoy, 17 de agosto de 2022, se ingresa el expediente al Despacho. 

Sírvase proveer. 

 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:  2022-463 

Demandante: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

PROTECCIÓN S.A 

Demandada:  LILIANA PATRICIA MONCALEANO SAAVEDRA.   

 

PROCESO EJECUTIVO LABORAL 

 

Revisado el plenario, se observa que la parte actora presenta solicitud de 

retiro de demanda, sin embargo, en auto del 29 de julio de 2022 se rechazó 

la demanda por falta de competencia territorial y se remitió el expediente a 

los Juzgados Laborales de Pequeñas Causas de Medellín, por lo que la parte 

actora deberá estarse a lo dispuesto en esa providencia. 

En consecuencia, se dispone: 

 

PRIMERO: ORDENAR a la parte actora estarse a lo dispuesto en 

providencia del 29 de julio de 2022, de acuerdo a lo expuesto en la parte 

motiva de este proveído.  
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SEGUNDO: Déjense las respectivas constancias. 

 

 

ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que 

se incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, a los demás sujetos.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

 

 

 

 

Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 006

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 4fe664db8844298471b7d600ad87b868d0ea51a00709fa7d4fb6648ef3ed98c3

Documento generado en 12/09/2022 03:32:29 PM
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Informe Secretarial 

 

El día de hoy, 01 de julio de 2022, se ingresa el expediente al Despacho. Sírvase 

proveer. 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:  2022-472 

Ejecutante: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN  

Ejecutada:                        GOLDEN UP S.A.S. 

 

PROCESO EJECUTIVO LABORAL 

 

Revisado el plenario, se observa que la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., a través de demanda ejecutiva, 

pretende que se libre mandamiento de pago en contra de GOLDEN UP S.A.S., por 

la suma de un millón novecientos setenta y siete mil quinientos cuarenta y 

ocho pesos ($1.977.548) correspondiente a los aportes adeudados con motivo de 

la afiliación al sistema de seguridad social en pensión de los trabajadores a su 

cargo; así como los intereses moratorios que se llegaren a causar.  

 

Al Respecto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha 

sostenido de manera reiterada que la competencia estará determinada por el 

domicilio de la entidad de seguridad social ejecutante o por el lugar donde se 

efectuó el procedimiento de recaudo de las cotizaciones en mora previo a la acción 

ejecutiva, en aplicación del artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social. Así lo señaló, entre otras, en las providencias AL229-2021 del 3 

de febrero de 2021, AL3663-2021 del 18 de agosto de 2021 y AL3662-2021 del 18 

de agosto de 2021, en los siguientes términos:  
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“Dado que lo demandado en el presente caso es el pago de aportes al 

Sistema de Seguridad Social, conviene precisar que el artículo 24 de la Ley 

100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 

regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 

de las obligaciones del empleador. 

 

Sin embargo, aunque la legislación laboral no reguló con precisión la 

competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 

de la Ley 100 de 1993 para las administradoras del Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad, lo cierto es que el artículo 110 del Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social determina la competencia del 

juez laboral para conocer en asuntos de igual naturaleza, pero en relación 

al Instituto de Seguros Sociales, dentro del régimen de prima media con 

prestación definida.  

 

Razón por la que en virtud del principio de integración normativa de las 

normas procedimentales es dable acudir a lo dispuesto en el artículo 110 

ibidem que refiere que el funcionario competente para conocer de las 

ejecuciones promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las 

cuotas o cotizaciones que se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio 

de dicho ente de seguridad social o el de la seccional en donde se hubiere 

proferido la resolución, título ejecutivo, por medio de la cual declara la 

obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 

 

Es así como tal disposición determina la competencia del juez del trabajo 

en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar 

los derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro 

ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que no fueron 

satisfechas oportunamente. 

 

La Sala en un caso similar, en providencia CSJ AL2940 -2019 reiterada en 

proveídos CSJ AL4167-2019, CSJ AL1046-2020 y AL2055-2021 señaló: 

 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia 

procesal del trabajo que consagre de manera clara y precisa la 

competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del 

artículo 24 de la Ley 100 de 1993, encaminada en esta oportunidad 

al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en 

Salud, lo cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite 

el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
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Social, la regla que se adapta es la establecida en su artículo 110, 

puesto que determina la competencia del juez del trabajo en asuntos 

de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los 

derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro 

ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que no fueron 

satisfechas oportunamente. 

 

La citada norma señala:  

 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de 

Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior 

y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del 

domicilio del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja 

seccional del mismo, que hubiese proferido la resolución 

correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre 

competencia por razón de la cuantía.  

 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, 

además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición 

del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), 

la única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo 

era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que con la Ley 100 de 

1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los 

subsistemas que lo integran, sin que se determinara tampoco, como 

se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para 

conocer de la ejecución por cotizaciones a la seguridad social 

insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su 

momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana 

para dilucidar el presente conflicto. 

 

Así las cosas, el juez competente para asumir el presente asunto es el 

Quinto Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín, toda vez que 

en esa ciudad se encuentra domiciliada la ejecutante y también allí efectuó 

el procedimiento de recaudo de las cotizaciones en mora previo a la acción 

ejecutiva, conforme el 24 de la Ley 100 de 1993 […]” 

En el caso bajo estudio, se observa que el domicilio principal de la AFP Protección 

SA es Medellín, conforme se establece con su certificado de existencia y 

representación legal; además, el requerimiento dirigido a obtener, el pago de las 

cotizaciones al sistema general de seguridad social en pensiones en mora, se realizó 

en esa misma ciudad. (archivo 02 f.°11-12) 
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Razón por la cual es claro que este Juzgado no es competente para conocer de la 

presente acción ejecutiva, por lo que se ordenará su remisión a los Jueces de 

Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

En consecuencia, se dispone:  

 

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por falta de competencia territorial, 

de conformidad con lo señalado por el art. 5 del CPT y SS en concordancia con el 

inc. 2 del art. 90 del CGP.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría, ENVÍESE el expediente a la Oficina Judicial de 

Reparto, a fin de que sea remitido a los Juzgados Laborales de Pequeñas Causas 

de Medellín – Antioquia, para lo de su cargo.  

 

TERCERO: Déjense las respectivas constancias.  

ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que se 

incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, a los demás sujetos. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

 

Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 006

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 33df78ec0be8c6c118de3b463d25f629a5356563f744e8ced2bb64e07b2280de

Documento generado en 12/09/2022 03:17:15 PM
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Informe Secretarial 

 

El día de hoy, 01 de julio de 2022, se ingresa el expediente al Despacho. Sírvase 

proveer. 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:  2022-473 

Ejecutante: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN  

Ejecutada:          COLEGIO LICEO CULTURAL LOPEZ OSORIO S.A.S. 

 

PROCESO EJECUTIVO LABORAL 

 

Revisado el plenario, se observa que la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., a través de demanda ejecutiva, 

pretende que se libre mandamiento de pago en contra del COLEGIO LICEO 

CULTURAL LOPEZ OSORIO S.A.S., por la suma de dos millones ciento noventa 

y un cuatrocientos cuarenta y seis pesos (2.191.446) correspondiente a los 

aportes adeudados con motivo de la afiliación al sistema de seguridad social en 

pensión de los trabajadores a su cargo; así como los intereses moratorios que se 

llegaren a causar.  

 

Al Respecto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha 

sostenido de manera reiterada que la competencia estará determinada por el 

domicilio de la entidad de seguridad social ejecutante o por el lugar donde se 

efectuó el procedimiento de recaudo de las cotizaciones en mora previo a la acción 

ejecutiva, en aplicación del artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social. Así lo señaló, entre otras, en las providencias AL229-2021 del 3 
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de febrero de 2021, AL3663-2021 del 18 de agosto de 2021 y AL3662-2021 del 18 

de agosto de 2021, en los siguientes términos:  

 

“Dado que lo demandado en el presente caso es el pago de aportes al 

Sistema de Seguridad Social, conviene precisar que el artículo 24 de la Ley 

100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 

regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 

de las obligaciones del empleador. 

 

Sin embargo, aunque la legislación laboral no reguló con precisión la 

competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 

de la Ley 100 de 1993 para las administradoras del Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad, lo cierto es que el artículo 110 del Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social determina la competencia del 

juez laboral para conocer en asuntos de igual naturaleza, pero en relación 

al Instituto de Seguros Sociales, dentro del régimen de prima media con 

prestación definida.  

 

Razón por la que en virtud del principio de integración normativa de las 

normas procedimentales es dable acudir a lo dispuesto en el artículo 110 

ibidem que refiere que el funcionario competente para conocer de las 

ejecuciones promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las 

cuotas o cotizaciones que se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio 

de dicho ente de seguridad social o el de la seccional en donde se hubiere 

proferido la resolución, título ejecutivo, por medio de la cual declara la 

obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 

 

Es así como tal disposición determina la competencia del juez del trabajo 

en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar 

los derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro 

ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que no fueron 

satisfechas oportunamente. 

 

La Sala en un caso similar, en providencia CSJ AL2940 -2019 reiterada en 

proveídos CSJ AL4167-2019, CSJ AL1046-2020 y AL2055-2021 señaló: 

 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia 

procesal del trabajo que consagre de manera clara y precisa la 

competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del 

artículo 24 de la Ley 100 de 1993, encaminada en esta oportunidad 

al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en 
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Salud, lo cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite 

el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, la regla que se adapta es la establecida en su artículo 110, 

puesto que determina la competencia del juez del trabajo en asuntos 

de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los 

derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro 

ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que no fueron 

satisfechas oportunamente. 

 

La citada norma señala:  

 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de 

Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior 

y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del 

domicilio del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja 

seccional del mismo, que hubiese proferido la resolución 

correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre 

competencia por razón de la cuantía.  

 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, 

además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición 

del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), 

la única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo 

era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que con la Ley 100 de 

1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los 

subsistemas que lo integran, sin que se determinara tampoco, como 

se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para 

conocer de la ejecución por cotizaciones a la seguridad social 

insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su 

momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana 

para dilucidar el presente conflicto. 

 

Así las cosas, el juez competente para asumir el presente asunto es el 

Quinto Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín, toda vez que 

en esa ciudad se encuentra domiciliada la ejecutante y también allí efectuó 

el procedimiento de recaudo de las cotizaciones en mora previo a la acción 

ejecutiva, conforme el 24 de la Ley 100 de 1993 […]” 

En el caso bajo estudio, se observa que el domicilio principal de la AFP Protección 

SA es Medellín, conforme se establece con su certificado de existencia y 

representación legal; además, el requerimiento dirigido a obtener, el pago de las 
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cotizaciones al sistema general de seguridad social en pensiones en mora, se realizó 

en esa misma ciudad. (archivo 02 f.°11-12) 

Razón por la cual es claro que este Juzgado no es competente para conocer de la 

presente acción ejecutiva, por lo que se ordenará su remisión a los Jueces de 

Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

En consecuencia, se dispone:  

 

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por falta de competencia territorial, 

de conformidad con lo señalado por el art. 5 del CPT y SS en concordancia con el 

inc. 2 del art. 90 del CGP.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría, ENVÍESE el expediente a la Oficina Judicial de 

Reparto, a fin de que sea remitido a los Juzgados Laborales de Pequeñas Causas 

de Medellín – Antioquia, para lo de su cargo.  

 

TERCERO: Déjense las respectivas constancias.  

ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que se 

incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, a los demás sujetos. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

 

Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 006
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Informe Secretarial 

 

El día de hoy, 22 de agosto de 2022, se ingresa el expediente al Despacho. Sírvase 

proveer. 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:  2022-604 

Ejecutante: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN  

Ejecutada:              FAVIO MOROS SANCHEZ 

 

PROCESO EJECUTIVO LABORAL 

 

Revisado el plenario, se observa que la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., a través de demanda ejecutiva, 

pretende que se libre mandamiento de pago en contra de FAVIO MOROS SANCHEZ, 

por la suma de un millón cincuenta mil trescientos treinta y nueve pesos 

($1.050.339) correspondiente a los aportes adeudados con motivo de la afiliación 

al sistema de seguridad social en pensión de los trabajadores a su cargo; así como 

los intereses moratorios que se llegaren a causar.  

 

Al Respecto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha 

sostenido de manera reiterada que la competencia estará determinada por el 

domicilio de la entidad de seguridad social ejecutante o por el lugar donde se 

efectuó el procedimiento de recaudo de las cotizaciones en mora previo a la acción 

ejecutiva, en aplicación del artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social. Así lo señaló, entre otras, en las providencias AL229-2021 del 3 

de febrero de 2021, AL3663-2021 del 18 de agosto de 2021 y AL3662-2021 del 18 

de agosto de 2021, en los siguientes términos:  
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“Dado que lo demandado en el presente caso es el pago de aportes al 

Sistema de Seguridad Social, conviene precisar que el artículo 24 de la Ley 

100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 

regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 

de las obligaciones del empleador. 

 

Sin embargo, aunque la legislación laboral no reguló con precisión la 

competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 

de la Ley 100 de 1993 para las administradoras del Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad, lo cierto es que el artículo 110 del Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social determina la competencia del 

juez laboral para conocer en asuntos de igual naturaleza, pero en relación 

al Instituto de Seguros Sociales, dentro del régimen de prima media con 

prestación definida.  

 

Razón por la que en virtud del principio de integración normativa de las 

normas procedimentales es dable acudir a lo dispuesto en el artículo 110 

ibidem que refiere que el funcionario competente para conocer de las 

ejecuciones promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las 

cuotas o cotizaciones que se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio 

de dicho ente de seguridad social o el de la seccional en donde se hubiere 

proferido la resolución, título ejecutivo, por medio de la cual declara la 

obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 

 

Es así como tal disposición determina la competencia del juez del trabajo 

en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar 

los derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro 

ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que no fueron 

satisfechas oportunamente. 

 

La Sala en un caso similar, en providencia CSJ AL2940 -2019 reiterada en 

proveídos CSJ AL4167-2019, CSJ AL1046-2020 y AL2055-2021 señaló: 

 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia 

procesal del trabajo que consagre de manera clara y precisa la 

competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del 

artículo 24 de la Ley 100 de 1993, encaminada en esta oportunidad 

al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en 

Salud, lo cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite 

el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
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Social, la regla que se adapta es la establecida en su artículo 110, 

puesto que determina la competencia del juez del trabajo en asuntos 

de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los 

derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro 

ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que no fueron 

satisfechas oportunamente. 

 

La citada norma señala:  

 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de 

Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior 

y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del 

domicilio del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja 

seccional del mismo, que hubiese proferido la resolución 

correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre 

competencia por razón de la cuantía.  

 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, 

además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición 

del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), 

la única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo 

era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que con la Ley 100 de 

1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los 

subsistemas que lo integran, sin que se determinara tampoco, como 

se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para 

conocer de la ejecución por cotizaciones a la seguridad social 

insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su 

momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana 

para dilucidar el presente conflicto. 

 

Así las cosas, el juez competente para asumir el presente asunto es el 

Quinto Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín, toda vez que 

en esa ciudad se encuentra domiciliada la ejecutante y también allí efectuó 

el procedimiento de recaudo de las cotizaciones en mora previo a la acción 

ejecutiva, conforme el 24 de la Ley 100 de 1993 […]” 

En el caso bajo estudio, se observa que el domicilio principal de la AFP Protección 

SA es Medellín, conforme se establece con su certificado de existencia y 

representación legal; además, el requerimiento dirigido a obtener, el pago de las 

cotizaciones al sistema general de seguridad social en pensiones en mora, se realizó 

en esa misma ciudad. (archivo 02 f.°13-15) 
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Razón por la cual es claro que este Juzgado no es competente para conocer de la 

presente acción ejecutiva, por lo que se ordenará su remisión a los Jueces de 

Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

En consecuencia, se dispone:  

 

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por falta de competencia territorial, 

de conformidad con lo señalado por el art. 5 del CPT y SS en concordancia con el 

inc. 2 del art. 90 del CGP.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría, ENVÍESE el expediente a la Oficina Judicial de 

Reparto, a fin de que sea remitido a los Juzgados Laborales de Pequeñas Causas 

de Medellín – Antioquia, para lo de su cargo.  

 

TERCERO: Déjense las respectivas constancias.  

ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que se 

incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, a los demás sujetos. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

 

 

Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 006

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Informe Secretarial 

 

El día de hoy, 22 de agosto de 2022, se ingresa el expediente al Despacho. Sírvase 

proveer. 

 

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:  2022-606 

Ejecutante: ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y 

CESANTÍAS PROTECCIÓN  

Ejecutada:               PINTOR ELECTROSTATICO S.A.S. 

 

PROCESO EJECUTIVO LABORAL 

 

Revisado el plenario, se observa que la ADMINISTRADORA DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A., a través de demanda ejecutiva, 

pretende que se libre mandamiento de pago en contra de PINTOR 

ELECTROSTATICO S.A.S., por la suma de un millón seiscientos cuarenta y dos 

mil doce pesos ($1.642.012) correspondiente a los aportes adeudados con motivo 

de la afiliación al sistema de seguridad social en pensión de los trabajadores a su 

cargo; así como los intereses moratorios que se llegaren a causar.  

 

Al Respecto, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha 

sostenido de manera reiterada que la competencia estará determinada por el 

domicilio de la entidad de seguridad social ejecutante o por el lugar donde se 

efectuó el procedimiento de recaudo de las cotizaciones en mora previo a la acción 

ejecutiva, en aplicación del artículo 110 del Código Procesal del Trabajo y de la 

Seguridad Social. Así lo señaló, entre otras, en las providencias AL229-2021 del 3 

de febrero de 2021, AL3663-2021 del 18 de agosto de 2021 y AL3662-2021 del 18 

de agosto de 2021, en los siguientes términos:  
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“Dado que lo demandado en el presente caso es el pago de aportes al 

Sistema de Seguridad Social, conviene precisar que el artículo 24 de la Ley 

100 de 1993, obliga a las entidades administradoras de los diferentes 

regímenes adelantar las acciones de cobro con motivo del incumplimiento 

de las obligaciones del empleador. 

 

Sin embargo, aunque la legislación laboral no reguló con precisión la 

competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del artículo 24 

de la Ley 100 de 1993 para las administradoras del Régimen de Ahorro 

Individual con Solidaridad, lo cierto es que el artículo 110 del Código 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social determina la competencia del 

juez laboral para conocer en asuntos de igual naturaleza, pero en relación 

al Instituto de Seguros Sociales, dentro del régimen de prima media con 

prestación definida.  

 

Razón por la que en virtud del principio de integración normativa de las 

normas procedimentales es dable acudir a lo dispuesto en el artículo 110 

ibidem que refiere que el funcionario competente para conocer de las 

ejecuciones promovidas por el ISS, con el objeto de lograr el pago de las 

cuotas o cotizaciones que se le adeuden, es el juez del lugar del domicilio 

de dicho ente de seguridad social o el de la seccional en donde se hubiere 

proferido la resolución, título ejecutivo, por medio de la cual declara la 

obligación de pago de las cotizaciones adeudadas. 

 

Es así como tal disposición determina la competencia del juez del trabajo 

en asuntos de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar 

los derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro 

ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que no fueron 

satisfechas oportunamente. 

 

La Sala en un caso similar, en providencia CSJ AL2940 -2019 reiterada en 

proveídos CSJ AL4167-2019, CSJ AL1046-2020 y AL2055-2021 señaló: 

 

En el caso bajo examen, si bien no existe una norma en materia 

procesal del trabajo que consagre de manera clara y precisa la 

competencia para conocer del trámite de la acción ejecutiva del 

artículo 24 de la Ley 100 de 1993, encaminada en esta oportunidad 

al cobro de cotizaciones al Subsistema de Seguridad Social en 

Salud, lo cierto es que por aplicación analógica conforme lo permite 

el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
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Social, la regla que se adapta es la establecida en su artículo 110, 

puesto que determina la competencia del juez del trabajo en asuntos 

de igual naturaleza, es decir, en los que se busca garantizar los 

derechos a la seguridad social de los afiliados a través del cobro 

ejecutivo a los empleadores de aquellas cotizaciones que no fueron 

satisfechas oportunamente. 

 

La citada norma señala:  

 

Juez competente en las ejecuciones promovidas por el Instituto de 

Seguros Sociales. De las ejecuciones de que trata el artículo anterior 

y el 32 de la Ley 90 de 1946 conocerán los jueces del trabajo del 

domicilio del Instituto Colombiano de Seguros Sociales o de la caja 

seccional del mismo, que hubiese proferido la resolución 

correspondiente y de acuerdo con las reglas generales sobre 

competencia por razón de la cuantía.  

 

Debe precisarse entonces, que el transcrito precepto adjetivo legal, 

además, es el aplicable al caso, porque para la época de expedición 

del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (año 1948), 

la única entidad administradora del Sistema de Seguridad Social lo 

era el Instituto de Seguros Sociales, mientras que con la Ley 100 de 

1993, se originó la creación de diferentes administradoras de los 

subsistemas que lo integran, sin que se determinara tampoco, como 

se anunció precedentemente, en quién recaía la competencia para 

conocer de la ejecución por cotizaciones a la seguridad social 

insolutas, situación que como se dijo, sí estaba prevista en su 

momento para el ISS, y que en tal virtud, resulta ser la más cercana 

para dilucidar el presente conflicto. 

 

Así las cosas, el juez competente para asumir el presente asunto es el 

Quinto Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Medellín, toda vez que 

en esa ciudad se encuentra domiciliada la ejecutante y también allí efectuó 

el procedimiento de recaudo de las cotizaciones en mora previo a la acción 

ejecutiva, conforme el 24 de la Ley 100 de 1993 […]” 

En el caso bajo estudio, se observa que el domicilio principal de la AFP Protección 

SA es Medellín, conforme se establece con su certificado de existencia y 

representación legal; además, el requerimiento dirigido a obtener, el pago de las 

cotizaciones al sistema general de seguridad social en pensiones en mora, se realizó 

en esa misma ciudad. (Archivo 02 f. °13-15) 
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Razón por la cual es claro que este Juzgado no es competente para conocer de la 

presente acción ejecutiva, por lo que se ordenará su remisión a los Jueces de 

Pequeñas Causas Laborales de Medellín. 

En consecuencia, se dispone:  

 

PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda por falta de competencia territorial, 

de conformidad con lo señalado por el art. 5 del CPT y SS en concordancia con el 

inc. 2 del art. 90 del CGP.  

 

SEGUNDO: Por Secretaría, ENVÍESE el expediente a la Oficina Judicial de 

Reparto, a fin de que sea remitido a los Juzgados Laborales de Pequeñas Causas 

de Medellín – Antioquia, para lo de su cargo.  

 

TERCERO: Déjense las respectivas constancias.  

ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que se 

incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, a los demás sujetos. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 

 

 

Firmado Por:

Ana Maria	  	  Salazar	  	  Sosa

Juez

Juzgado Pequeñas Causas

Laborales 006

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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Informe Secretarial  

   

El día de hoy, 22 de agosto de 2022, se ingresa el expediente al Despacho. 

Sírvase proveer.   

   

   

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO  

 

JUZGADO SEXTO MUNICIPAL LABORAL DE PEQUEÑAS CAUSAS DE 

BOGOTÁ 

 

Bogotá D.C., doce (12) de septiembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente: 2022-610 

Demandante: KAREN MILENA CUSPOCA GUERRERO 

Demandado: CHANEME COMERCIAL S.A. 

 

PROCESO ORDINARIO LABORAL 

 

Revisado el expediente, el Despacho verificará si la controversia objeto de la 

presente litis, es de conocimiento de los Juzgados Laborales de Pequeñas 

Causas, conforme a las siguientes consideraciones: 

 

En el escrito de demanda, se formulan las siguientes pretensiones: 

 

“Declarativas:  

 

1. Que se declare que, mi representada, se encuentra en estado de 

debilidad manifiesta. 

2. Que  se  declare  que,  mi  representada goza de estabilidad laboral 

reforzada, con  ocasión a su enfermedad. 

3. Que  se declare que, debido a lo anterior, la terminación del 

contrato de trabajo realizado de forma unilateral, por parte del 

demandado, el 21 de septiembre del 2021, no es válida 

jurídicamente. 
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4. Que se declare que, el contrato laboral entre las partes, a la fecha 

se encuentra vigente.  

Condenatorias:  

 

5. Que, de cara a las pretensiones declarativas, se ordene al 

demandado reintegrara la demandante. 

6. Que se ordene a la parte demanda, que el reintegro se de en las 

mismas condiciones labores y/o en mejores condiciones, que tenía 

al momento de la terminación unilateral del contrato de trabajo. 

7. Que se condene al demandado, a pagar a la demandante los 

salarios dejados de percibir, desde la fecha de la terminación de 

la relación laboral es decir desde el día 21 de septiembre del 202, 

hasta la fecha del reintegro.  

8. Que se condene al demandado, a pagar a favor del demandante 

las cesantías dejadas de percibir desde el 21 de septiembre del 

2021, hasta que se realice el respectivo reintegro. 

9. Que se condene al demandado, a pagar a favor del demandante 

los intereses de las cesantías dejadas de percibir desde el 21 de 

septiembre del 2021, hasta que se realice el respectivo reintegro 

de forma retroactiva. 

10. Que  se  condene  al  demandado,  a  pagar  a  favor  del  

demandante las  primas  de  servicios  dejadas  de percibir desde 

el 21 de septiembre del 2021, hasta que se realice el respectivo 

reintegro. 

11. Que  se  condene  al  demandado,  a  realizar  los  aportes  a  

la  seguridad  social,  a  favor  del  demandante desde el 21 de 

septiembre del 2021, hasta que se realice el respectivo reintegro. 

(…)” 

Para lo cual, tenemos que en cuanto a la competencia, el artículo 13 del 

CPT y SS dispone:  

 

“ARTÍCULO 13. Competencia en asuntos sin cuantía. De los 

asuntos que no sean susceptibles de fijación de cuantía, conocerán 

en primera instancia los jueces del trabajo, salvo disposición expresa 

en contrario. 

 

En los lugares en donde no funcionen juzgados del trabajo conocerán 

de estos asuntos, en primera instancia, los jueces del circuito en lo 

civil.” (Subraya fuera de texto) 
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En tal sentido, se observa que la pretensión formulada por la parte actora, 

 carece de cuantía, ya que correspondería a una obligación de hacer, 

considerando su eventual prosperidad, pues, aunque se solicite también el 

pago de las prestaciones sociales, aportes a seguridad social, 

reconocimiento de la indemnización contemplada en el artículo 26 de la ley 

361 de 1997 debe inferirse que éstas dependen indefectiblemente de que se 

ordene su reubicación.   

 

De otro lado,  conviene traer a colación lo dicho por el Tribunal Superior 

de Bogotá D.C. – Sala Laboral, al resolver conflicto de competencia 

suscitado dentro el proceso con Radicado No. 110013105001201800362 

del 18 de febrero de 2019, M.P. LUZ PATRICIA QUINTERO CALLE, en el 

cual se afirmó:   

  

“(…)  

En el caso de marras, al tratarse de un aspecto relacionado con un 

reintegro – que abraca la pretensión principal de la demanda (fl. 6)-, 

aun cuando las pretensiones consecuenciales puedan ser 

cuantificadas, la competencia no se puede analizar con base en el art. 

12 del estatuto procesal laboral modificado por el art.  46 de la Ley 

1395 de 2010, precisamente porque la que determina este factor, es 

la pretensión principal, más no las que derivan de aquella.   

  

(…) al ser la pretensión de reintegro, una de aquellas que no puede 

dar cuantificada, la cuestión ha debido analizarse con fundamento en 

el art. 13 ibídem, según el cual en aquellos asuntos que no sean 

susceptibles de fijación de una cuantía, corresponde conocerlos, en 

primera instancia a los jueces laborales del circuito, salvo disposición 

expresa en contrario que, como se sabe, no se da en el presente 

asunto. (…)”  

 

Además de lo anterior, la jurisprudencia sentada por la Corte Suprema de 

Justicia ha explicado que, “el valor del reintegro equivale al monto de los 

salarios y prestaciones sociales dejados de devengar desde el momento del 

despido hasta la fecha de la sentencia de segunda instancia”1, esto es, que 

en la actual etapa procesal, presentación de la demanda, no es posible 

cuantificar dicha pretensión, por lo que se debe adelantar el proceso 

atendiendo el factor de competencia de los asuntos sin cuantía. 

 

                                                 

1 Expediente 25516, recurso de queja 
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Así las cosas, de acuerdo a la situación fáctica y el marco normativo 

señalado, se concluye que este Juzgado no puede adjudicarse el 

conocimiento del presente proceso, por lo que ordenará su envío a la 

autoridad judicial competente.   

  

En consecuencia, se dispone:  

 

PRIMERO: Rechazar la presente demanda por falta de competencia en 

razón del asunto, de conformidad con lo señalado por el art. 13 del CPT y 

SS en concordancia con el inc. 2 del art. 90 del CGP.   

 

SEGUNDO: Por Secretaría, ENVÍESE el expediente a la Oficina Judicial a 

fin de que sea remitido a los Juzgados Laborales de Circuito de Bogotá - 

Reparto, para lo de su cargo.  

 

TERCERO: Déjense las respectivas constancias.  

 

ADVERTENCIA: Cualquier memorial será remitido, por quien pretenda que se 

incorpore, a esta sede judicial y simultáneamente, al demás sujeto  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

ANA MARÍA SALAZAR SOSA 

JUEZ 
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